Sr. D. Vicent Canals Riera
Director del Club Náutico de Ibiza

Muy Sr. Mío:
Atendiendo a la frecuencia y contenido de su presencia en los medios de comunicación, está claro que se ve en la obligación de ganarse su coste laboral como Director de una entidad sin ánimo de lucro, de 90.000 € al año, atacando tan implacable como injustamente a Puertos y Litorales Sostenibles y a la Autoridad Portuaria de Baleares.
Resulta también evidente que esta hiperactividad crítica, llevada cabo por usted, en los dos últimos años desde su cargo, no le ha dejado tiempo o fuerzas para gestionar de una forma medianamente diligente y conforme a Derecho el Club ni la instalación náutica; ni para hacer cumplir a algunos socios del Club, especialmente a sus directivos, el Reglamento de Régimen Interior aprobado por la Autoridad Portuaria de Baleares, en cuanto al uso, transmisión y destino de los amarres. 
Tampoco le ha dejado tiempo o fuerzas para garantizar el cumplimiento por el Club de las obligaciones tributarias que le incumben en relación con las tasas portuarias y con sus propios impuestos. Incumplimiento del que le podría alcanzar la responsabilidad personal y patrimonial que el ordenamiento jurídico atribuye a los que sean causantes o colaboren activamente en la realización de una infracción tributaria. 
Es público y notorio, como fácilmente puede comprobarse en los anuncios publicados en la red, que embarcaciones amarradas en el Club se dedican a actividades lucrativas como es el caso del “Charter”, esto es el alquiler de embarcaciones de recreo con o sin patrón, ya sea de la embarcación entera o de plazas para uso compartido. Lo que está prohibido por el artículo 47 del Reglamento de Régimen Interior.
De tales anuncios resulta también que la eslora de algunas de las embarcaciones supera el límite de los 15 metros establecido para las embarcaciones calificadas de recreo.
También es de dominio público, basta atender a los anuncios publicados en la red e incluso sobre las propias embarcaciones, que los amarres se transmiten irregularmente, infringiendo manifiestamente los artículos 42 y 43 del Reglamento de Régimen Interior y, presumiblemente, las normas tributarias.
Todo ello se produce, no sólo daños a la Autoridad Portuaria de Baleares, y a la Agencia Tributaria, sino también un grave perjuicio a los socios ordinarios del Club, que se ven postergados en la adjudicación de amarres y resignados a permanecer en lista de espera por lustros (se ha llegado a decir que la lista de espera es de 20 años) y tienen derecho a disfrutar de los amarres.
El hecho de que el presidente y el vicepresidente del Club, por su intervención en el procedimiento de competencia de proyectos para la explotación de la dársena convocado en 2015, ostenten la condición de investigados (“imputados” en la legislación anterior procesal penal) en las diligencias instruidas por la Magistrada-Jueza del Juzgado de Instrucción número 3 de Mallorca, en el denominado “Caso Puertos”, le hubiera debido aconsejar, en su función y responsabilidad de Director, una mayor diligencia jurídica y técnica.
A diferencia del Club Náutico de Ibiza, la compañía que administro- Puertos y Litorales Sostenibles- invierte en ingeniería, en I+D, y en técnicos y profesionales de primer nivel. De ahí la calidad de sus ofertas que le han hecho merecedora de ganar diversas concesiones portuarias en los últimos años; así como de haber quedado puntuada en primer lugar su oferta técnica en otras licitaciones, en las que finalmente no resultó adjudicataria por haber sido superada por otros licitadores en la oferta económica.
Este es el funcionamiento normal y pacífico de las licitaciones. Lo que es anormal ejercer sobre la administración portuaria y los miembros de sus órganos colegiados presiones (que para ser benignos diremos que rayan con lo Penal) bien para que se desista de una licitación de la que se presume o se sabe que no se ha realizado una buena oferta; para excluir improcedentemente al competidor del que se presume que ha hecho una oferta mejor; o para postergar antijurídicamente la resolución del concurso.
En cualquier caso, sería conveniente la realización de una exhaustiva auditoria para verificar que se cumplen escrupulosamente las condiciones legales y reglamentarias de la transmisión de los amarres y la inexistencia de ánimo de lucro en su utilización.
Saludos.

Carlos Illa Martínez
Administrador Único
Puertos y Litorales Sostenibles, S.L.
